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Resumen

La investigación identifica los principales problemas procesales que ha suscitado 
el ejercicio de las acciones dirigidas a la ampliación del acto expropiatorio, re- 
guladas en el art. 9 letras b) y c) del Decreto Ley n.º 2.186, Ley Orgánica de Proce- 
dimiento de Expropiaciones, con especial acento en el tratamiento que les ha brin- 
dado la jurisprudencia.
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a I. Propósito, método y límites

El presente trabajo reflexiona sobre algunas particularidades procesales que pre- 
senta el ejercicio de las acciones previstas en los literales b) y c) del art. 9 del DL, 
con especial énfasis en su tratamiento la jurisprudencial.

Tradicionalmente el estudio de esta clase de pretensiones queda relegado fren- 
te al del reclamo sobre el monto indemnizatorio, que es la acción paradigmática  
en este tipo de asuntos y que ha suscitado la mayor atención doctrinal. Sin embar- 
go, y con marcado acento en el tiempo, el ejercicio de las acciones dirigidas a ob- 
tener la ampliación del acto expropiatorio ha tenido un incremento significati- 
vo y con ello el caudal jurisprudencial generado.

Se pretende demostrar que este incremento no ha logrado conformar un acer-
vo dogmático coherente y estable sobre la materia y ha puesto en evidencia que 
la regulación normativa adolece de algunas deficiencias y vacíos, tanto en lo que 
atañe a las normas reguladoras de la actividad procesal requerida para obtener 
la ampliación judicial del acto expropiatorio como aquellas que determinan los 
presupuestos, el contenido y los efectos de la tutela que se dispensa a través del ejer- 
cicio de estas acciones. 

Un aspecto central del estudio apunta a diferenciar las dos clases de afecta
ción patrimonial que una expropiación parcial puede provocar respecto de la par- 
te no afectada: la eventual pérdida de significación económica del retazo no ex- 
propiado y la disminución parcial de su valor. La legislación solo brinda solución 
expresa al primero de los problemas enunciados en tanto que, para el segundo, 
frente al silencio normativo, la tendencia jurisprudencial se orienta hacia su ex- 
clusión como rubro indemnizatorio. Se comprobará que esta tesis jurispruden
cial no es satisfactoria ni respetuosa del derecho a la reparación del expropiado, 
proponiéndose argumentos que justifican que la señalada depreciación, que es 
consecuencia directa de la expropiación, merece una adecuada compensación.

También se destacará que la formulación negativa de los supuestos de pro-
cedencia de las acciones dirigidas hacia la ampliación del acto expropiatorio sus- 
cita ciertas cuestiones interpretativas y de orden probatorio, que no siempre se abor- 
dan con la debida precisión en los pronunciamientos judiciales.

Se evidencian algunos problemas relativos a la legitimación para el ejercicio 
de las acciones dirigidas hacia la ampliación del acto expropiatorio, así como 
los vinculados a la dualidad de acciones a que puede dar lugar la expropiación 
parcial, concluyendo en la imposibilidad de articular en un mismo procedimiento 
algunas de estas acciones, pero reclamando la utilidad de la acumulación de autos 
para estos casos.

Desde el punto de vista metodológico, se trata de un trabajo de preferencia 
dogmática, cuyo punto de partida consiste en la interpretación de las normas le- 
gales que regulan la materia y el análisis de textos doctrinales disponibles. Espe-
cial hincapié se hace al cotejo con la realidad, expresada en la aplicación de la ley, 
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mediante la revisión de la casuística jurisprudencial. Como fue anticipado, el nú- 
mero de pronunciamientos judiciales sobre la materia ha registrado un aumen- 
to sostenido en las últimas dos décadas, de modo que para este trabajo se con
siderarán aquellos que se ocupan de resolver de modo fundado aquellos casos 
en los que se ha debatido en torno a los nudos críticos expuestos.

El análisis está referido al acto expropiatorio formal, sin considerar las deno-
minadas regulaciones expropiatorias, también conocidas como expropiaciones 
indirectas o disimuladas, es decir, casos en que la ley, bajo la apariencia de res-
tricciones, priva al propietario de ciertas facultades del dominio, sin recurrir a la 
expropiación formal ni observar los mecanismos protectores en favor del titular.

La exposición se circunscribe, además, a la expropiación parcial de bienes 
raíces, no porque los muebles no puedan ser objeto de expropiación, incluso par- 
cial, sino porque claramente los casos más frecuentes se refieren a inmuebles y son 
los que nutren la casuística jurisprudencial.

II. El punto de partida: 
la expropiación parcial de un bien

La hipótesis de una expropiación parcial es una consecuencia habitual de mu
chas operaciones expropiatorias en las que se puede observar un desencaje en- 
tre el contenido del acto expropiatorio y la realidad física del inmueble sobre el  
que se proyecta1.

Por esta razón, la atención normativa sobre este fenómeno tiene antigua data 
en el ordenamiento. Así, ya la Ley de apertura i prolongación de calles i paseos 
públicos en la ciudad de Santiago de 1874, hacía referencia a ella en su art. 4,  
cuando señalaba la situación en que luego de producida la expropiación: 

“quedaren sobrantes i el propietario exijiere que se le compren, la Mu
nicipalidad deberá hacerlo siempre que sean inútiles o inaplicables a su 
antiguo destino, a juicio de los tribunales”2.

En la actualidad, el art. 9.º letras b) y c) del DL 2186 alude al bien parcial
mente expropiado, como como requisito común y previo para el ejercicio de am-
bas pretensiones contenidas en dicha disposición y que serán objeto del análisis.

En general, cuando se alude a la expropiación parcial se está haciendo refe- 
rencia al supuesto en que se priva al afectado de una fracción del bien de su pro- 
piedad, noción que revela el predominio de una consideración asociada al con- 

1 Cierco (2016), p. 291.
2 Una referencia a la evolución histórica de la expropiación parcial en el ordenamiento puede 

verse en Quiroz (2022), pp. 37-45.  
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expropiatorio, incluso parcial, recaiga sobre bienes muebles. Desde esta perspec- 
tiva, la definición de expropiación parcial exige contrastar la superficie total del 
bien en cuestión con aquella que fue objeto de expropiación. Por cierto, esto signi- 
fica excluir el supuesto en que haya operado la expropiación total de la respectiva 
cosa, es decir, cuando existe coincidencia entre ambas superficies.

La definición plantea un problema inicial acerca de si se debe considerar la  
extensión predial indicada en los títulos o, bien, la superficie real en poder del ex- 
propiado, cuando no existe coincidencia entre ambas. Trasladada esta cuestión al 
proceso, es probable que se planteen cuestiones relacionadas con la legitimación 
del reclamante al no verse amparada la extensión física de su señorío en los títu- 
los que exhibe y, en particular, en la inscripción de dominio, lo que puede compro- 
meter la viabilidad de su pretensión.

También, desde este punto de vista de la legitimación para el ejercicio de las  
acciones a que da lugar la expropiación parcial, carece de ella quien como con-
secuencia de habérsele expropiado en forma total o parcial un bien, sufre un me-
noscabo en otro bien de su propiedad diferente del expropiado. Esta limitación 
puede plantear problemas respecto de quien es dueño de varios inmuebles que 
constituyen un solo todo material y funcionalmente considerados, pero en que 
cada lote se encuentra amparado por inscripciones de dominio diferentes. La ley 
concibe el acto expropiatorio atendiendo a la singularidad del bien afectado por 
la expropiación y a las características de la fracción de inmueble resultante de 
dicho acto, sin que sea posible atender a otros bienes raíces diversos, aun cuan- 
do sus peculiaridades permitan vincularlos con aquel que es materia del litigio3.
Como se verá, este entendimiento es aplicable tanto al sujeto expropiado, que no 
puede fundamentar su reclamo en la situación desmejorada en que quedaron bie-
nes diferentes del despojado, pero también a la entidad expropiante, a la que no 
resulta lícito amparar su defensa basada en las posibilidades de aprovechamiento 
de la parte no expropiada, considerada junto con otros bienes del expropiado que 
no fueron objeto del acto.

El sintagma bien parcialmente expropiado resulta un tanto ambiguo porque 
todas las fracciones resultantes del acto expropiatorio podrían coincidir con esta 
denominación. Esta imprecisión se observa en la jurisprudencia a la hora de de- 
signar los bienes resultantes de una expropiación parcial. En este sentido, aunque 
podría entenderse por bien parcialmente expropiado aquel que como consecuen-
cia del acto resulta desprovisto de una porción mayor o menor de su superficie, 
para la Corte Suprema el bien parcialmente expropiado corresponde a aquel re-
tazo de terreno que, formando parte integrante del predio originalmente afectado 
por el acto de autoridad, ha quedado separado del trozo expropiado y forma, por 
 

3 Inmobiliaria e Inversiones L.W.L.G. EIRL con Fisco de Chile (2018).
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sí mismo e individualmente considerado, un inmueble nuevo y distinto del ante- 
rior4. Es el planteamiento de una típica cuestión cuya respuesta depende del punto  
de vista del observador: para el sujeto pasivo, por bien parcialmente expropiado  
se entiende aquella porción que quedó en su poder (mi inmueble fue parcialmen- 
te expropiado, dirá), en tanto que, para la entidad expropiante, la locución se re- 
fiere a la porción del bien que precisamente fue objeto de expropiación y pasó a 
su dominio.

En realidad, dependiendo de la posición del espectador, cada fracción puede 
ser considerada como un bien parcialmente expropiado, de modo que resulta más 
apropiado referirse a la parte no expropiada para designar el retazo que formaba 
parte del predio expropiado y que como consecuencia del acto de autoridad que- 
da separado, y se transforma en un nuevo inmueble.

Por otro lado, la noción de expropiación parcial puede estar relacionada con 
la extensión física o territorial del bien, como a quien se le expropia veinte hectá-
reas de un predio cuya superficie total alcanza las cincuenta. No obstante, en los 
términos en que el dominio aparece definido en el art. 582 del CC, que lo con- 
cibe como un conjunto de facultades5, la expropiación parcial puede consistir en 
la privación de alguno de los atributos fundamentales de la propiedad: uso, goce 
y disposición. De esta manera, la privación o restricción de alguno de dichos los 
atributos del dominio de un bien configura un supuesto de expropiación par- 
cial. Como expresa Daniel Peñailillo: 

“[...] además de la expropiación parcial de la cosa, el constituyente con- 
cibe la expropiación de una parte del derecho, permaneciendo la cosa en 
el patrimonio del expropiado, pero con el derecho cercenado”6.

Por lo demás, el texto constitucional recoge esta distinción en el art. 19 n.º 24 
inc. 3.º de la CPR, cuando refiere que nadie puede ser privado de su propiedad, 
del bien sobre que recae o de “alguno de los atributos o facultades esenciales del 
dominio”, de suerte que solo resultarían excluidas aquellas limitaciones deno- 
minadas simples o meras limitaciones, que no envuelvan privación de atributos 
esenciales7.

Desde luego, también es posible que respecto de un mismo bien concurran 
diferentes supuestos de expropiación parcial, como cuando se priva al propietario 
de la facultad de uso sobre una fracción del bien que le pertenece. Un interesan- 
te caso de privación parcial –en un doble sentido– puede apreciarse en el caso 
G.B.S.F. con Fisco de Chile, en el que se dispuso la expropiación de las especies 

4 Inmobiliaria e Inversiones L.W.L.G. EIRL con Fisco de Chile (2018).
5 Corral (2022), p. 110.
6 Peñailillo (2019), p. 338.
7 Peñailillo (1995), p. 71.
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el expropiado el dominio del suelo, aunque sujeto a importantes limitaciones. 
El expropiado reclamó la expropiación total del inmueble y, en subsidio, la ex- 
propiación parcial de aquella superficie del inmueble afectada por la expropia
ción de las especies forestales, todo ello al amparo del art. 9.º letras b) y c) DL, res- 
pectivamente8.

III. Consecuencias patrimoniales 
de una expropiación parcial

Además de la pérdida del dominio de la fracción expropiada, la expropiación par- 
cial de un inmueble puede generar dos clases de perjuicios a su propietario:

a)	 La conservación de la parte no afectada por la expropiación podría lle- 
gar a resultar antieconómica, por carecer por sí sola de significación eco- 
nómica o porque su explotación se haga difícil o imposible, como el caso 
de quien resulta privado del dominio de una proporción notable del in- 
mueble, de suerte tal que el retazo sobrante carece de la aptitud para ser 
aprovechado económicamente.

b)	 La división de un bien raíz puede provocar un detrimento en el resto no 
expropiado del mismo inmueble, sin llegar a privarlo de su significación 
económica ni impedir por completo su aprovechamiento, como sería la 
situación del propietario del edificio al que se le expropia el área donde 
se ubica la piscina o los estacionamientos, por ejemplo.

En el primer caso, cuando la expropiación parcial deviene en una antieco
nómica conservación del resto del inmueble no afecto a expropiación, el afectado 
tiene el derecho a pedir la expropiación del área no expropiada que se encuentre 
en dicha situación.

En el segundo caso, cuando la expropiación parcial de un bien raíz produce 
un demérito en la porción restante, tal depreciación, que es consecuencia direc- 
ta de la expropiación, merece ser adecuadamente compensada mediante una in- 
demnización proporcional al perjuicio real causado por el acto expropiatorio. Esta 
pretensión debiera poder articularse en la forma prevista en el art. 12 y siguien- 
tes del DL, es decir, a través del reclamo del monto provisional fijado para la in- 
demnización por la comisión de peritos, como se justificará en el apartado siguien- 
te.

8 G.B.S.F. con Fisco de Chile (2016). 
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IV. La cuestión sobre la compensación 
por el detrimento que afecta la parte no expropiada

En el lenguaje de la disciplina procesal, el dilema puede ser enunciado del siguien
te modo: ¿es posible invocar como causa de pedir de una pretensión dirigida a au- 
mentar el monto de la indemnización provisional el demérito que afecta la parte 
no expropiada del bien?

Respecto de aquellas afectaciones que laceran aquellas superficies no expro-
piadas de un bien, una jurisprudencia bastante extendida considera que no son 
indemnizables, atendiendo a la noción un tanto imprecisa de la ausencia de cer- 
canía del daño con el hecho que lo ha originado. A partir de esta idea, se consi-
dera que concurre esta cercanía cuando el perjuicio se vincula con el propio bien 
que ha sido objeto del acto expropiatorio, así como las construcciones u otros 
bienes que deben considerarse como inmuebles y de los que también se priva a  
su propietario por el acto de expropiación. Por el contrario, cuando el daño se 
radica en aquella parte del bien que permanece en poder del expropiado, es decir,  
que no fue objeto de expropiación, la pretensión de su reparación resulta impro
cedente por no estar presente dicha cercanía9.

Esta relación de cercanía entre el acto expropiatorio y el daño cristalizaría 
los requisitos contenidos en el art. 38 del DL que, junto con aludir al daño pa-
trimonial efectivamente causado como contenido básico del objeto de la indem-
nización expropiatoria, añade que debe tratarse de una consecuencia directa e 
inmediata de la misma. De esta forma, se estima que un detrimento producido en  
la fracción no expropiada del bien no participaría de los caracteres que lo hacen 
idóneo para ser indemnizado: ser un daño directo e inmediato10.

Por esta razón, se considera que carece de los caracteres señalados aquel daño  
que el propietario estima que se produce en aquella parte del bien que perma-
nece en su poder porque no fue objeto de expropiación, pero que a raíz de ella 
habría sufrido una supuesta disminución de su valor: 

“por la muy simple razón de que no se trata de un daño ni directo ni inme- 
diato, y en su determinación siempre estará presente la subjetividad de 
quien lo pretenda, que se inclinará naturalmente por estimarlo en más”11. 

En este sentido, se sostiene que se debe indemnizar por aquello de que es 
privado el expropiado y, bajo ninguna circunstancia, por aquello de que no se le 
priva y que permanece en su patrimonio, por no haber sido objeto del referido 
proceso. Cualquier variación negativa en el valor del resto de terreno –se insiste– 

 9 M.F.P. con Fisco de Chile (2004).
10 Comercial e Industrial Santa Regina Ltda. con Fisco de Chile (2004).
11 F.S.R. con Municipalidad de Providencia (2007).
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la expropiación, sino que constituiría, en el caso de que efectivamente llegare a 
producirse en la realidad, uno de naturaleza indirecta y lejana o refleja12. 

También se ha argumentado que el daño derivado de la pérdida de valor o  
desvalorización sufrida por el resto del terreno no expropiado constituye una cues- 
tión totalmente ajena a la expropiación y, por lo tanto, no puede indemnizarse 
por no avenirse con el concepto de indemnización que contiene el art. 38 del DL13. 

Tampoco se considera plausible de ser indemnizado el gasto en que debe in-
currir el propietario para la realización de obras que deberá realizar en el retazo 
no expropiado, por no responder a un daño directo e inmediato causado por el  
acto expropiatorio por lo que 

“los perjuicios que pueda experimentar la parte del inmueble no expro-
piada y las inversiones realizadas en ésta no son susceptibles de ser in- 
demnizados”14.

Al citado argumento se añade que si el afectado estima que aquello que no se 
le expropió perdió significación o desmereció considerablemente su valor, debe 
hacer uso de las acciones previstas en las letras b) y c) del art. 9.º del DL:

“resultando jurídicamente imposible de sostener el criterio propuesto, en 
base al que se pretende obtener una indemnización en relación con un 
bien del que [...] no ha sido privada y que permanece en su patrimonio, 
pues a este respecto no concurre el requisito de existir un daño directo 
e inmediato y, por lo tanto, el otorgamiento de una indemnización por 
tal concepto importaría un enriquecimiento sin causa para quien lo ob- 
tuviere”15. 

En similar sentido, se ha considerado que el art. 9.º del DL proporciona a 
los expropiados las herramientas jurídicas precisas para solucionar el detrimento 
sufrido en la sección no expropiada de un bien16. Así, se tiene resuelto que a partir 
de lo dispuesto en los arts. 38 y 9.º letra b) del DL queda claro que el expropiado 
no puede solicitar indemnización por perjuicios sufridos en la parte no expropia
da, teniendo solo derecho a reclamar la expropiación total en la hipótesis a que se 
refiere la última norma citada17.

12 Banco de Crédito e Inversiones con Fisco de Chile (2005).
13 Fisco de Chile con S.M.G.-Agrícola Los Hornos de Colina Ltda. (2006).
14 H.S.C. con Fisco de Chile (2016b).
15 M.F.P. con Fisco de Chile (2004).
16 Banco de Crédito e Inversiones con Fisco de Chile (2005).
17 H.S.C. con Fisco de Chile (2016a).
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También alguna doctrina ha defendido esta tesis, sosteniendo que si el expro- 
piado pretende una indemnización adicional por otra porción del predio debe, en 
forma necesaria, ejercer esta acción –la de ampliación de la expropiación– y no  
otra, pues el ente expropiante malamente podrá verse sujeto a pagar indemni
zaciones por bienes que, en definitiva, no entrarán en su patrimonio y de los cua- 
les el expropiado podrá seguir redituando, generándose con ello un verdadero en- 
riquecimiento ilícito18.

En otro lugar19, he expresado una valoración crítica de esta orientación ju
risprudencial. Aquí, me limitaré a sistematizar las razones y complementarlas con  
otras ideas.

Como primer argumento, hay que señalar que el texto constitucional es ca-
tegórico en orden a que el expropiado tendrá siempre derecho a indemnización  
por el daño patrimonial, lo que se ve reafirmado por el art. 38 del DL, disposición 
que impone a los jueces el deber de atender al daño patrimonial efectivamente 
causado, lo que significa que aquel debe coincidir de manera exacta con el perjui-
cio sufrido por causa de la expropiación20. Se debe enfatizar el carácter esencial 
de la indemnización a favor del expropiado como una manera de conciliar el de- 
recho a la propiedad y la función social que la misma debe cumplir y a la que todo  
ciudadano se encuentra obligado a cumplir sobre la base de vivir en comunidad 
en pro del bien común21. 

Enseguida, tanto la doctrina como la jurisprudencia han entendido que di-
cha indemnización involucra no solo el daño emergente, sino, también, el lucro 
cesante, esto es, una expectativa de legítima ganancia e, incluso, en algunas opor- 
tunidades, las potencialidades del inmueble22, de suerte que no se observa una 
razón suficiente para excluir como rubro indemnizable un detrimento que reúne 
las características de certidumbre y que sin duda proviene del acto expropiato-
rio, por lo cual se trata de un daño que es directo y, además, inmediato, porque 
presenta una razonable relación de cercanía o proximidad con el acto expropia
torio23.

Tampoco el mandato de tratarse de una consecuencia “directa e inmediata” 
del acto expropiatorio es un argumento que justifique una interpretación res-

18 Peña (2001), p. 37.
19 Cortez (2024), pp. 397-401.
20 Bosques Arauco S.A. con Fisco de Chile (2017); Ponce (2011), p. 366. Por su parte, Rojas 

(2002), p. 200, sostiene lacónicamente que los perjuicios derivados de la expropiación parcial de 
un inmueble son indemnizables, fundado en una sentencia de la Corte de Apelaciones de Punta 
Arenas –Fisco de Chile con M. (1989)– que concedió indemnización por la “[...] segregación del 
resto del predio no afecto a expropiación en dos sectores separados entre sí y sin comunicación 
directa entre ellos”. 

21 J.B.R. con Fisco de Chile (2024).
22 L.W. con Consejo de Defensa del Estado (2012).
23 L.F.E.C.U. con SERVIU Metropolitano (2018).
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que entre la expropiación y el daño debe existir una relación directa de causa a 
efecto o, lo que es lo mismo, un vínculo causal que se asiente en una imputación 
normativa directa al agente expropiante y que no radique en causas que sean 
ajenas al acto expropiatorio24. En este sentido, la caracterización contenida en el 
art. 38 del DL no puede ser entendida como una exigencia adicional al precepto 
constitucional que circunscribe el rubro indemnizatorio al daño patrimonial efec- 
tivamente causado, por oponerse a ello la regla de jerarquía normativa, que ga- 
rantiza la supremacía constitucional.

Entender que estos perjuicios no merecen ser indemnizados atenta contra el 
principio de reparación integral del daño causado con motivo de la expropiación, 
entendido como manifestación de la intangibilidad del patrimonio del particular 
frente a la potestad expropiatoria fiscal25, que supone que la indemnización que 
corresponde otorgar debe ser plena, dejando al afectado en una posición igual o  
equivalente a aquella anterior a la ocurrencia del acto expropiatorio26.

Por otra parte, los antecedentes del establecimiento de la norma corroboran 
esta interpretación. Las acciones previstas en el art. 9.º letras b) y c) del DL no tie- 
nen anclaje directo en el texto constitucional porque no están dirigidas a cuestio- 
nar la legalidad del acto expropiatorio ni a discutir el monto indemnizatorio. 
Pues bien, los antecedentes del DL dan cuenta que durante su tramitación se 
dejó constancia que estos supuestos de ampliación del acto expropiatorio eran de 
una constitucionalidad discutible, frente a lo cual se indicó que el problema que 
estas reclamaciones pretendían subsanar 

“[...] dice relación con la real reparación de los perjuicios que al propie
tario expropiado corresponde, materia respecto de la cual sí poseen fa- 
cultades privativas los Tribunales de Justicia”, 

añadiéndose: 

“[...] las circunstancias contempladas en dichos preceptos deben ser fac- 
tores especialmente ponderables para los efectos de fijar el monto o va- 
lor de la indemnización”27. 

Es decir, la idea que estuvo en la base de la discusión es que, sin desconocer 
la eventual existencia de un perjuicio derivado de una expropiación parcial, la  
cuestión estaba circunscrita a la forma en que debía ser reparado dicho perjuicio. 

24 Inversiones Oregoni S.A. con Consejo de Defensa del Estado (2024).
25 Inversiones Santa Fidelmira S.A. y Banco Itaú S.A. con Fisco de Chile (2023).
26 L.F.E.C.U. con SERVIU Metropolitano (2018).
27 Biblioteca del Congreso Nacional de Chile (1977b), p. 44.
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Quienes cuestionaban su ajuste constitucional planteaban que la reparación de-
bía efectuarse mediante la correspondiente indemnización, en tanto que para 
quienes sustentaron la opción que, en definitiva, prosperó, la compensación es 
verificaba a través de la ampliación del acto expropiatorio. Por esta razón, parece 
más acertado el criterio de la Corte Suprema en el que se sostiene en que en estos  
casos el expropiado tiene, en realidad, un derecho de opción entre reclamar del 
monto indemnizatorio o pedir la ampliación del acto expropiatorio28.

Por otro lado, el derecho a la indemnización es la regla general a propósito de 
las expropiaciones por causa de utilidad pública y, por lo mismo, sus normas han 
de ser interpretadas de manera que el precepto alcance siempre plena aplicación, 
por ser de origen constitucional29. Si en virtud de las reclamaciones reguladas en  
las letras b) y c) del art. 9.º del DL puede obligarse a la Administración a la ex
propiación total o parcial, aun cuando el interés público no lo demande, con 
mayor razón debiera poder exigirse que se compensen, mediante la correspon-
diente indemnización, los perjuicios sufridos en el patrimonio del expropiado.

Por el contrario, el criterio restrictivo produce el grave inconveniente de de- 
jar desprovisto de una justa compensación al propietario por una incidencia ne- 
gativa en el dominio del inmueble derivada de una expropiación parcial. Si se  
expropian, por ejemplo, los estacionamientos superficiales adyacentes a un edifi-
cio de departamentos, no se priva con ello de significación económica o se hace  
difícil o imposible el aprovechamiento de los apartamentos, pero es evidente que  
genera para sus propietarios un detrimento que va más allá del valor de reposi-
ción de dichos estacionamientos, ya que produce un lógico menoscabo del valor 
de cada unidad, aunque no haya sido objeto de expropiación. Se trata de una  
consecuencia directa e inmediata del acto expropiatorio, en atención a que entre 
la expropiación y el daño existe una relación de causa a efecto.

Un argumento adicional es el que puede extraerse del texto actual art. 84 de 
la Ley General de Urbanismo y Construcción en cuanto previene que, tratándose 
de expropiaciones parciales, se deducirá o imputará del monto de la indemniza-
ción el cambio de valor que adquiera la parte no expropiada. El texto anterior 
(art. 88) únicamente se colocaba en el caso de que la propiedad adquiriera mayor 
valor a consecuencia de una expropiación parcial, incluso superior al monto que 
se fije por concepto de indemnización, con lo que se producía una suerte de com- 
pensación, lo que planteó cuestionamientos sobre su constitucionalidad30.

El texto vigente fijado por la reforma de la Ley n.º 20791 no se refiere al ma- 
yor valor, sino al cambio de valor que adquiera la parte no expropiada y esto es  
coherente con lo que se discutió en las sesiones legislativas, en las que se planteó 
que la parte no expropiada puede aumentar, pero también disminuir su valor 

28 Fisco de Chile con H.V.B. (2002).
29 M.S.V. con Fisco de Chile-MOP (2013).
30 Peñailillo (1995), pp. 85-88.
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por lo que se acordó agregar al verbo ‘deducirá’ el de ‘imputará’, y reemplazar el 
vocablo ‘mayor valor’ por ‘cambio de valor’, modificaciones que se fundamen
taron en que las expropiaciones parciales pueden representar una plusvalía o 
una minusvalía para la parte no declarada de utilidad pública del inmueble31.

Aunque la redacción actual del precepto sigue suscitando problemas de cons-
titucionalidad32, en lo que ahora interesa, la reforma recoge la idea de que no pa- 
rece equitativo que solo se atienda a la plusvalía que haya podido experimentar 
la parte no expropiada para los efectos de imputarlo al monto de la indemniza-
ción33, sino que, también, cabe considerar un eventual detrimento de esa misma 
parte para los efectos de incrementar dicho valor.

En síntesis, se postula que, si la expropiación parcial provoca una incidencia 
negativa en el valor de la parte no expropiada, existe el derecho a que ese daño sea  
compensado mediante el reclamo previsto en el art. 12 y siguientes; en tanto que, 
si como consecuencia de dicha afectación patrimonial, la conservación misma 
del resto del inmueble no expropiado deviene en antieconómica, la compensa
ción se logra a través de expropiación total o parcial del área no expropiada.

Esta propuesta parte de la premisa de que los supuestos de ampliación de la  
superficie expropiada configuran formas diferentes de reparación del menoscabo 
patrimonial ocasionado al expropiado34 y lo que permite distinguir ambos mé-
todos de compensación es la magnitud del daño patrimonial sufrido por el ex- 
propiado y no el bien sobre el que se proyecta el detrimento35.

En este orden de ideas, desde la perspectiva de una estricta interpretación del 
texto constitucional, es posible sostener que el derecho a la indemnización por 
el demérito provocado en la parte no expropiada tiene un fundamento constitu-
cional más ostensible que el derecho a la ampliación del acto expropiatorio, pues 
el texto del art. 19 n.º 24 de la CPR asegura al expropiado siempre el derecho a  
ser indemnizado, no así el de ser compensando mediante el incremento de la su- 
perficie que se pretende expropiar.

31 Biblioteca del Congreso Nacional de Chile (2023), p. 92.
32 Cordero (2015), p. 332.
33 A una eventual plusvalía del inmueble como consecuencia de acto expropiatorio se refiere 

la Corte Suprema cuando sostiene: “[...] cuando se trata de expropiaciones de esta clase, que se 
efectúan con la finalidad precisa de llevar a cabo obras viales, no siempre se produce un detrimento 
para las propiedades afectadas, pues es frecuente que se produzca el efecto contrario, esto es, una 
plusvalía o aumento en la valoración de las mismas debido, por ejemplo, a la presencia de un ca- 
mino”, Banco de Crédito e Inversiones con Fisco de Chile (2005).

34 Rojas (2015), p. 378, quien califica esta figura como una modalidad reparatoria particular.
35 Ponce (2011), p. 157, quien considera esta acción como una expresión del principio de in- 

demnidad patrimonial de los afectados por la expropiación. En un trabajo más reciente, el mismo 
autor afirma que el expropiante no paga por lo que adquiere en virtud de la expropiación, paga 
por el daño que causa al propietario del bien, Ponce (2020), p. 234.
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De ahí que no se pueda compartir la distinción tan radical que se hace entre 
las reclamaciones para la ampliación del acto expropiatorio y las dirigidas a cues- 
tionar el monto de la indemnización provisional cuando el daño se proyecta so
bre la parte no expropiada. Tampoco parece exacto sostener que en estos casos 
no se estaría resarciendo un perjuicio, 

“sino que se le pone fin de modo radical, mediante el desprendimiento 
del patrimonio del afectado de la parte restante y afectada por un proce
so de expropiación”36.

V. Las acciones dirigidas 
a la ampliación del acto expropiatorio

Cuando el detrimento causado por el acto expropiatorio parcial es de tal enver-
gadura que provoca que la conservación de la parte no afectada resulte carente 
de significación económica o, bien, dificulte o imposibilite su explotación, el le-
gislador no contempla expresamente una compensación económica directa para 
remediar esta clase de detrimento patrimonial, sino que habilita al expropiado 
para solicitar la ampliación del acto expropiatorio para comprender, también, la  
parte no expropiada afectada por el acto.

Como se adelantó, si bien la Constitución asegura al afectado por el acto ex-
propiatorio el derecho a impugnar la legalidad del acto expropiatorio y reclamar 
del monto indemnizatorio por el daño patrimonial efectivamente causado, el DL  
regula el ejercicio de acciones específicas relacionadas con las consecuencias de 
la expropiación, que no tienen un anclaje directo en el texto constitucional por- 
que no están dirigidas a cuestionar en forma directa la legalidad del acto expro
piatorio ni el monto indemnizatorio.

En este sentido, los antecedentes del DL revelan que durante su tramitación 
se planteó que estos supuestos que permiten la ampliación de la expropiación 
por razones que no tienen relación con la legalidad del acto expropiatorio ni con  
el monto de la indemnización, eran de una constitucionalidad discutible: 

“[...] en la medida en que importan una modificación del sistema mismo 
contemplado en el Acta Constitucional vigente y fuente de una eventual 
intromisión de atribuciones de los Tribunales de Justicia”37. 

Esta cuestión también fue materia de discusión en la Comisión Ortuzar, en 
la que se planteó que no se debía obligar al Estado a expropiar más de lo que de- 

36 H.F. Propiedades S.A. con Fisco de Chile (2005).
37 Biblioteca del Congreso Nacional de Chile (1977b), p. 44.
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los problemas que ello origina. Con todo, se insistió en que esta cuestión debe ser  
resuelta por un tribunal y no por el Estado por sí y ante sí38.

Resulta de interés constatar cómo la legislación española resuelve de un mo- 
do diverso esta tensión producida entre el interés del Estado y el del sujeto pasivo 
de la expropiación. El art. 23 de la Ley de Expropiación Forzosa española per- 
mite al propietario de una finca parcialmente expropiada solicitar que la expro-
piación comprenda su totalidad, cuando la conservación del resto de la finca no  
expropiada resulte antieconómica. En tal caso, resulta discrecional para la Ad- 
ministración aceptar o no la petición que formula el expropiado. Sin embargo, 
cuando la Administración rechace la expropiación total se deberá incluir en el 
justiprecio la indemnización por los perjuicios que se produzcan a consecuencia 
de la expropiación parcial de la finca (art. 46 de la citada ley). Se ha entendido 
que la Administración puede decidir libremente si extiende la expropiación a la  
totalidad de la finca, abonando el valor correspondiente, por lo que no está obli- 
gada a ampliar la expropiación, pero ante la negativa a proceder a la expropia
ción total, por resultar antieconómica la conservación de parte de la finca no ex- 
propiada, el particular tiene derecho a una indemnización por tal perjuicio39.

El Tribunal Supremo español ha sostenido que no puede obligarse a la Ad- 
ministración a la expropiación total si el interés público no la legitima, sino que, 
teniendo carácter discrecional el acoger o no la petición que formule el expro-
piado, si se demuestra que concurren los requisitos previstos en el art. 23 de la 
Ley de Expropiación Forzosa y la Administración no concede la expropiación 
total, se producirá el efecto prevenido en el art. 46 de la misma ley40. 

En síntesis, los tribunales entienden que la decisión de la Administración acer- 
ca de la expropiación total de la finca tiene carácter discrecional, pero si no se  
accede a la solicitud formulada al efecto, el expropiado tiene derecho a ser indem- 
nizado por los daños que le ocasione la falta de rentabilidad de la parte de la fin- 
ca no expropiada.

Aunque las acciones destinadas a la ampliación del acto expropiatorio no 
tienen amparo constitucional directo y la decisión de regularlas forma parte del  
ámbito de libertad de configuración del legislador, su eventual supresión podría 
abrir un flanco de discusión, en especial si se mantiene la tesis restrictiva acerca 
de si los perjuicios originados por una expropiación parcial no resultan reparables 
cuando inciden en la porción no expropiada del bien.

38 Biblioteca del Congreso Nacional de Chile (1977a), pp. 900-901.
39 Chinchilla (2024), p. 661.
40 Tribunal Supremo (España) (2011).
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1. Configuración normativa 
de los supuestos de ampliación del acto expropiatorio

Lo que distingue las acciones reguladas en las letras b) y c) del art. 9.º del DL de 
las otras reguladas en el mismo precepto es que su petición inmediata se dirige a 
la dictación de un acto expropiatorio adicional, mientras que la acción prevista 
en la letra a) del precepto persigue que se deje sin efecto la expropiación, en tanto 
que la señalada en la letra d) apunta a la modificación del acto expropiatorio.

Además del presupuesto común, es decir, encontrarse situadas en el escenario 
de una expropiación parcial, las acciones reguladas en las letras b) y c) del art. 9.º  
del DL comparten la misma causa de pedir, lo que significa que se fundan en unos  
mismos hechos jurídicamente relevantes.

La diferencia radica en cuanto a su objeto mediato toda vez que mientras en 
la hipótesis regulada en la letra b) se solicita la condena a la entidad expropiante 
a disponer la expropiación total del bien inicialmente expropiado en forma par- 
cial, en la prevista en la letra c) solo se reclama la expropiación adicional de otra  
porción del bien parcialmente expropiado.

2. La causa de pedir o fundamento de la pretensión 
en las reclamaciones señaladas en las letras b) y c) del art. 9.º del DL 2186

Situados en el escenario de una expropiación parcial, la causa de pedir de estas 
dos clases de acciones es la misma: la afectación o detrimento de la parte no expro- 
piada. Este detrimento se debe proyectar en las dos posibles consecuencias des- 
critas en la ley: 

a)	 la falta, por sí sola, de significación económica del retazo no expropiado 
o 

b)	 la dificultad o imposibilidad práctica de su explotación o aprovecha-
miento41.

La cuestión que ocupa un lugar central consiste en determinar los factores 
que deben ser considerados para estimar que el retazo no expropiado carece de 
significación económica o que configuran la dificultad o imposibilidad práctica 
de su explotación o aprovechamiento.

Aunque resulta difícil huir por completo de la casuística, es posible identificar 
ciertas líneas jurisprudenciales y formular observaciones a su respecto. 

41 La Corte Suprema considera que son tres las hipótesis que autorizan hacer extensiva la 
expropiación a la parte de un bien inicialmente no comprendida en ella: a) que esta carezca por sí  
sola de significación económica; b) que su explotación o aprovechamiento se hiciere difícil y c) 
que su explotación o aprovechamiento resultare prácticamente imposible, R.C.E. con Fisco de 
Chile (2016). 
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La ausencia de significación económica de un bien significa su falta de aptitud pa- 
ra generar un provecho pecuniario. Como advierte Daniel Peñailillo, esta abs
tracta precisión normativa no excluye la consideración de factores inmateriales, 
como el estético, por ejemplo, en la medida que puede llegar a integrar su ava
luación económica42. 

Sin duda, se trata del presupuesto más exigente contenido en la norma por- 
que se traduce en que la sola conservación de la parte no afectada por la expro-
piación resulta antieconómica para su titular, es decir, la mantención del retazo 
en poder del propietario significa una carga igual o, incluso, superior al beneficio 
que le reporta. En el proyecto se hablaba de “significación patrimonial”, propo- 
niéndose su reemplazo por “significación económica”. La sustitución fue justifi-
cada expresándose que ningún bien o parte de él puede carecer de “significación 
patrimonial”, porque, cualquiera que sea su valor, siempre será uno de los elemen- 
tos integrantes del patrimonio43.

La ausencia de significación económica de un bien significa su ineptitud para 
ser transado en el mercado, es decir, que esa cosa no es valorada en términos mo- 
netarios. Nadie está dispuesto a pagar por ella por lo que no puede venderse ni 
comprarse en el mercado.

Para los economistas, el valor económico se refiere a la capacidad de un bien 
o servicio para generar beneficios económicos, ya sea a través de su uso directo, 
su intercambio en el mercado o su potencial para generar ingresos. Cuando algo  
carece de valor económico, significa que no posee aptitud para satisfacer ningu
na necesidad que pueda ser valorada monetariamente o no es susceptible de ser 
comercializado.

En este caso, la falta de aptitud para ser aprovechado el bien, que puede in
cidir de modo decisivo en la falta de significación económica, debe ser excluida 
porque está contemplada como un segundo motivo alternativo que autoriza la 
ampliación del acto expropiatorio. Sin embargo, se ha entendido que, si el terre-
no sobrante presenta dificultades relevantes para que pueda ser aprovechado o 
explotado en una actividad lucrativa, ello necesariamente significa que el predio 
carece de significación económica44.

La tendencia de los tribunales se ha orientado a requerir que la calificación 
que realiza el juez deba atender a la cosa considerada de modo individual –“ca
reciere por sí sola”, dice el art. 9.º letra b) del DL– y con carácter objetivo, es de- 
cir, prescindiendo de las características del propietario.

42 Peñailillo (1995), p. 84.
43 Biblioteca del Congreso Nacional de Chile (1977b), p. 43.
44 H.S.S. con Fisco de Chile (2015).
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En realidad, pese a que la norma diferencia con claridad la falta de signifi-
cación económica y la dificultad o imposibilidad de su explotación, la jurispru-
dencia tiende a su tratamiento conjunto45 y a considerar, por ejemplo, cuando 
pondera la significación económica del bien, sus posibilidades de uso, entendien
do que concurre la causal cuando el bien respectivo no puede seguir siendo uti
lizado en la misma forma en que se hacía antes del acto expropiatorio de la otra 
porción de la cual formaba parte46. En otros casos, reconoce la diferenciación 
contenida en la norma, precisando que la disposición no contempla como única 
causal la imposibilidad absoluta de desarrollar una actividad económica, sino que  
dispone que basta que la explotación o aprovechamiento del terreno sea muy di-  
fícil o prácticamente imposible47. 

Es decir, se trata de atender a la actividad económica que constituía el giro 
normal de comercio que realizaba la reclamante desde antes del acto expropia-
torio, cuestión que llega a confundirse con las posibilidades de aprovechamiento 
del bien, lo que configura un motivo diferente48.

Se tiene resuelto que carece de significación económica un retazo cuyo des-
tino es habitacional, pero cuya utilización se ve impedida considerando que los  
muros de la vivienda quedaron, en relación con la obra pública, a una distancia 
tal que afecta la seguridad de la reclamante, sin que esta pueda tampoco trasla- 
dar esa construcción o realizar una nueva49.

En alguna ocasión se ha observado que el “encierro” del retazo no expropia- 
do no es un argumento suficiente como para dar por establecida la pérdida econó-
mica, pues las servidumbres de tránsito ponen término a dicha situación50, criterio 
que fue corregido por la Corte Suprema, que estimó que no resultaba aceptable 
imponerle al expropiado la carga de constituir servidumbres de tránsito para sub- 
sanar el aislamiento provocado por la expropiación parcial51.

45 En BCI con Serviu Novena Región (2022) se consideró que la norma no contempla como 
única causal la imposibilidad absoluta de desarrollar una actividad económica, sino que dispone que 
basta que la explotación o aprovechamiento del terreno sea muy difícil o prácticamente imposible, 
cuestión que se configura si la superficie no expropiada por efecto de la expropiación queda trans- 
formada en una suerte de isla, sin comunicación efectiva y directa con vías públicas, cuestión que 
dificulta sin duda la realización de actividades económicas o su aprovechamiento, cumpliéndose 
con el estándar exigido en la ley. 

46 Sucesión de M.B.B. con Fisco de Chile (2011).
47 F.R.M.M. y M.X.C.V. con Fisco de Chile (2018).
48 Esta confusión se advierte en una disidencia de un fallo de la Corte Suprema, en la que se 

sostuvo: “Por el contrario, el hecho que la sentencia impugnada disponga que para la explotación 
debe pasarse de un método de explotación mecánico a uno manual, importa un reconocimiento en  
relación a que, para el reclamante, el terreno ya no goza de la significación económica que tenía an- 
tes del acto expropiatorio”, Sociedad Inmobiliaria Torre S.A. con Fisco de Chile (2017).

49 R.C.E. con Fisco de Chile (2016).
50 H.S.S. con Fisco de Chile (2014).
51 H.S.S. con Fisco de Chile (2015).
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habilitado para el uso ordinario y permanente que ha tenido desde tiempo –ha
bitacional– y tampoco es posible que la franja no expropiada pueda ser destinada 
a un uso distinto que justifique su mantención, queda totalmente carente de sig- 
nificación económica, puesto que no puede ser utilizada para vivienda, como tam- 
poco para explotación agrícola52.

Como corolario de lo anterior, se considera suficiente para descartar la pérdi-
da de significación económica la sola circunstancia de que el inmueble cuya expro-
piación se reclama pueda ser aprovechado o explotado en una actividad lucrativa, 
sea por el mismo reclamante o por un tercero, circunstancias que, de concurrir,  
necesariamente significarían que dicho inmueble goza o detenta una indudable 
significación económica53.

Es importante considerar que la situación antieconómica en que queda la 
parte no expropiada debe ser consecuencia del acto expropiatorio y no de circuns-
tancias que afectaban al inmueble en forma previa54. Así, si las características ne-
gativas de la porción no expropiada obedecen a circunstancias anteriores al acto 
expropiatorio no pueden ser consideradas porque dichas características deben  
constituir una consecuencia o efecto de la expropiación, insistiéndose por los tri- 
bunales en que para acoger la pretensión se debe comprobar que la imposibili
dad de explotación o aprovechamiento del retazo fue causada precisamente por 
el acto expropiatorio55.

Por consiguiente, si las restricciones invocadas para justificar la pretensión 
de ampliación lo afectaban desde antes del decreto expropiatorio56 o gravan al 
predio desde largo tiempo atrás57, no deben ser consideradas como una conse
cuencia del referido acto y, por consiguiente, el reclamo no puede prosperar.

b) La dificultad o imposibilidad 
    práctica de la explotación
    o aprovechamiento del retazo no expropiado
Se contienen aquí dos motivos diferentes: 

a)	 que la explotación o aprovechamiento del retazo resultante se hiciere di- 
fícil y 

b)	 que estas actividades resultaren prácticamente imposibles58. 
Hubiera resultado suficiente con el primero. 

52 D.M.M. con Fisco de Chile (2017).
53 Fisco de Chile con J.A.V.P. (2019).
54 Sociedad Agrícola y Comercial Ltda. con Fisco de Chile (2010).
55 Agrícola Las Ulloas Limitada con Fisco de Chile (2020).
56 Sociedad Agrícola y Comercial Ltda. con Fisco de Chile (2010).
57 Agrícola Las Ulloas Limitada con Fisco de Chile (2020).
58 R.C.E. con Fisco de Chile (2016).
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No se trata de que el retazo resultante carezca de valor económico, sin embar- 
go, sus posibilidades de aprovechamiento o explotación se tornan difíciles o, de- 
rechamente, impracticables. El adverbio utilizado (prácticamente) puede res-
ponder a dos de las acepciones de la palabra contendidas en el diccionario: 

a)	 como sinónima de casi o por poco o 
b)	 relativo a la práctica, es decir, en términos prácticos, como opuesto a teó- 

ricamente. 
Esta segunda forma de entenderlo resulta de mayor interés y ofrece posibilida-

des interpretativas que van más allá de la primera acepción que apunta a la idea de  
un grado de dificultad mayúsculo.

Así sucedió en el caso G.B.S.F. con Fisco de Chile, antes citado, en el que se 
acreditó en el proceso que, debido a las restricciones derivadas de la ubicación del 
inmueble, en algunos sectores del predio no podrían existir plantaciones, cons- 
trucciones, ni ninguna otra cosa que sobrepase los cuarenta centímetros de altura, 
lo que lo hacía perder gran parte de su significación económica o tornaba difícil 
o prácticamente imposible su explotación o aprovechamiento, toda vez que su  
explotación forestal sería imposible59. 

En esta hipótesis normativa, como las posibilidades de explotación o aprove-
chamiento apuntan a que el bien puede ser utilizado de manera productiva para 
generar valor económico o beneficio, la consideración del uso previo del retazo 
resulta decisiva. 

Se sigue de lo anterior que cuando se alega dificultad o la imposibilidad de 
aprovechamiento o explotación económica del retazo no expropiado, su análisis 
se debe efectuar en función de la actividad económica que se desarrollaba en el 
predio antes de la expropiación60. Por esta razón, se estima que, si en virtud de la 
comparación de la situación previa y la actual del bien, aparece acreditado que  
el predio mantiene esa equivalencia económica, deberá desestimarse la preten-
sión de ampliación del acto expropiatorio61.

Son varios los factores que pueden incidir en la dificultad de explotación o 
aprovechamiento de un bien y para establecerlos habrá que realizar un examen 
integral de los hechos que se logren establecer en el proceso. La superficie del 
retazo que queda separado, en comparación con el área expropiada es un ele- 
mento que debe ser atendido, pero no es necesariamente decisivo si es conside-
rado de modo aislado. Así, se considera que el solo hecho de haberse dispuesto 
la expropiación de una superficie que excede en más de la mitad de la respectiva 
superficie de los tres lotes en cuestión, resulta insuficiente, por sí solo, para de-
mostrar que la superficie restante, no afectada por la expropiación, carezca de  
significación económica o se hiciere difícil o prácticamente imposible su explota-

59 G.B.S.F. con Fisco de Chile (2016).
60 Consejo de Defensa del Estado con C.D.C.J. (2003).
61 Fisco de Chile con J.A.V.P. (2019).
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una superficie mínima en relación con la cabida total del inmueble no permite 
observar cómo el acto expropiatorio pueda privar de significancia económica la  
parte no expropiada e impedir la actividad turística que en él se pretende desarro- 
llar63.

En cambio, parece atendible ponderar junto a la superficie del retazo no ex- 
propiado, la forma y características de esta porción. Se entiende procedente la 
reclamación cuando el área no expropiada no solo tiene una forma alargada y 
rectangular, sino que, además, por efecto de la expropiación queda aislada entre 
dos obras públicas, cuestión que dificulta indudablemente la realización de ac- 
tividades económicas o su aprovechamiento, pues existe una gran extensión afec- 
ta a restricción, lo que impacta en la significancia económica del inmueble64.

En una columna de especial interés65, Alejandro Vergara sistematiza tres cri- 
terios con los que la jurisprudencia justifica la procedencia de la ampliación de la 
expropiación: 

a)	 Forma o tamaño ínfimo del inmueble no expropiado que hace difícil o 
imposibilita su aprovechamiento; 

b)	 Aislamiento o falta de accesibilidad a las vías públicas del terreno no ex- 
propiado lo que hace difícil o imposibilita su aprovechamiento y 

c)	 La existencia de una actividad económica previa a la expropiación y el 
efecto lesivo que provoca el acto expropiatorio parcial.

En la legislación extranjera es posible hallar supuestos en los que se facilita 
la apreciación judicial, estableciendo algunas hipótesis y criterios a partir de las  
cuales es posible colegir la concurrencia del requisito. Así sucede con la Ley Nacio-
nal de Expropiaciones argentina, que establece unos supuestos cuya concurrencia 
permite presumir la inadecuación del retazo sobrante para un uso o explotación 
racional. Tratándose de terrenos urbanos se consideran sobrantes inadecuados 
los que por causa de la expropiación quedaren con frente, fondo o superficie infe- 
riores a lo autorizado para edificar por las ordenanzas o usos locales. En el caso  
de inmuebles rurales, las superficies inadecuadas se determinarán caso a caso, 
teniendo en cuenta la explotación efectuada por el expropiado66.

En suma, los tribunales suelen considerar un conjunto de factores para apre-
ciar la concurrencia de la hipótesis normativa, como la ostensible reducción de la  
superficie útil que sufre el terreno expropiado, sus características distintivas, co- 
mo su forma y posibilidades de aprovechamiento, así como las limitaciones de 
constructibilidad existentes en el lugar67. En otras palabras, no es posible sostener 

62 Hotelera Concepción S.A. con Fisco de Chile (2018).
63 H.K.L. con Fisco de Chile (2016).
64 S.A.T. con SERVIU Región de Los Lagos (2016).
65 Vergara (2025b).
66 Ley n.º 21499/1977, art. 8.º.
67 Comando de Apoyo Administrativo del Ejército con Fisco de Chile (2012).
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la inutilidad de la porción no expropiada fundada únicamente en el giro de la 
reclamante o en una pérdida de rentabilidad económica en el desarrollo de su ac- 
tividad concreta, prescindiendo de las cualidades propias del bien o la posibilidad 
de realizar otras actividades diversas en él68.

Por este motivo, no parece exacto el criterio que considera que el examen de 
los antecedentes destinado a determinar la concurrencia de los supuestos previs-
tos en el art. 9.º, letra b) debe verificarse en función de la parte no expropiada 
del bien, “por sí sola”, esto es, sin referencia a ningún otro bien diferente, pues lo  
que corresponde revisar es la parte no expropiada, considerada en sí misma y ais- 
ladamente69. La propia Corte Suprema valora que, si los retazos no expropiados 
formaban parte de un todo explotado económicamente y que, si con posteriori-
dad a la expropiación se ha tornado imposible su riego, transformándose en terre- 
nos de secano, privándoles de utilidad como predios agrícolas y sin posibilidad 
de una explotación rentable, concurre el presupuesto normativo70.

Debe reiterarse lo dicho a propósito de la situación de varios bienes de pro-
piedad del expropiado que conformen un solo paño, en el sentido de que no cabe  
considerar a estos efectos otros inmuebles distintos del bien parcialmente expro-
piado, aun cuando también hayan sido objeto de expropiación, pues la autori-
zación legal para disponer la expropiación total del mismo, dado su carácter ex- 
cepcional, tiene un sentido acotado y claramente determinado. Por consiguiente, 
incurre en error de derecho la sentencia que, en lugar de indagar respecto de ca- 
da uno de varios lotes, considerados en sí mismos y por separado de los demás, 
resuelven rechazar la demanda atendiendo a las dimensiones y la utilización con- 
junta de dichos lotes71. 

Por otro lado, aunque la Corte Suprema reitera que el análisis de la cuestión 
es de carácter objetivo, resulta un tanto exagerado patrocinar que en caso alguno 
pueda atenderse a las eventuales particularidades del propietario del inmueble72, 
pues las características del caso concreto pueden aconsejar no desatender por 
completo las cualidades tanto del predio en cuestión como de la propia recla-
mante. Así se ha resuelto73.

La sola circunstancia de atender al uso que se le ha brindado al predio del 
que formó parte el retazo segregado importa también atender a las caracterís-
ticas de propietario. Cuestión diferente es sostener la inutilidad de la porción no 
expropiada fundada únicamente en el giro de la reclamante o en una pérdida de 
rentabilidad económica en el desarrollo de su actividad concreta, prescindiendo 

68 Inversiones Oregoni S.A. con Consejo de Defensa del Estado (2024).
69 Sociedad Inmobiliaria Laguna Chica con Fisco de Chile (2021); Sociedad Inmobiliaria 

Torre S.A. con Fisco de Chile (2017).
70 Sucesión de M.B.B. con Fisco de Chile (2011).
71 P. A. C. R. con SERVIU Metropolitano (2020). 
72 Sociedad Inmobiliaria Laguna Chica con Fisco de Chile (2021).
73 Agrícola Los Canelos Ltda. con Fisco de Chile (2017).
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diversas en él, pues aquello implicaría atender al fin del mismo entregado por el  
propietario y no al inmueble considerado en sí mismo74.

Este análisis integral que se propone no significa prescindir de las caracterís-
ticas objetivas del bien en cuestión, sino que, por el contrario, implica atender 
al uso que se le ha brindado y, por consiguiente, también a las características de  
su titular. Esta relativización se advierte cuando la Corte Suprema entiende que,  
si bien los antecedentes deben ser avaluados objetivamente, no es posible desaten
der las particularidades tanto del predio como de la parte demandante75. El Tri
bunal Supremo español ha resuelto que la conservación de una parte de finca so- 
brante de una expropiación es antieconómica cuando, de acuerdo con la forma 
normal y razonable de explotarla y tomando, asimismo, en cuenta el aprovecha
miento a que anteriormente estaba destinada, el propietario no puede alcanzar 
una utilidad suficiente que genere en él un interés en mantener el inmueble den- 
tro de su patrimonio76.

Finalmente, también es posible observar en la casuística jurisprudencial la 
utilización del método de análisis de la situación antes y después del acto expro- 
piatorio, interpretando que la pérdida de significación económica de un inmue
ble debe ser entendido en el sentido que no pueda seguirse utilizando en la misma 
forma en que se hacía antes del acto expropiatorio de la otra porción de la cual 
formaba parte77, por lo que si resultó establecido que el destino del inmueble es  
agrícola, el análisis debe hacerse a la luz de dicho uso, sin que pueda alegar que 
era posible darle otra finalidad al inmueble78.

3. El petitum de las pretensiones formuladas 
al amparo del art. 9 letras b) y c) del art. 9.º del DL 2186

No es necesario detenerse aquí en destacar la importancia de la correcta y opor
tuna formulación de la petición concreta que se formula al tribunal, tanto porque 
la presentación de la demanda es el acto que fija el momento preclusivo para la 
alegación de los elementos identificadores de la pretensión como porque una vez 
configurado el objeto del proceso, el juez, sujeto al deber de congruencia, puede 
pronunciarse solo sobre lo que se pide. Si en un proceso gobernado por el prin- 
cipio dispositivo la determinación concreta del interés cuya satisfacción se solicita 
es facultad exclusiva de las partes, es comprensible que el tribunal, al momento de  
pronunciar sentencia, deba ser congruente con la pretensión formulada y atener
se a lo pedido y a la causa de pedir invocada.

74 Inmobiliaria El Cerro S.A. con Fisco de Chile” (2023).
75 Agrícola Los Canelos Ltda. con Fisco de Chile (2017).
76 Tribunal Supremo (España) (1994).
77 Sociedad Inmobiliaria Torre S.A. con Fisco de Chile (2017).
78 J.A.C. con Fisco de Chile (2016).
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En este caso, se trata de pretensiones declarativas de condena a una presta
ción de hacer por parte de la autoridad pública que se traduce, en definitiva, si la  
demanda es acogida, en el deber de dictar un acto expropiatorio adicional en cuya 
virtud se priva en forma total o parcial el retazo cercenado del bien que no fue 
objeto del acto original.

Por esta razón, se tiene resuelto que, si el objeto de esta acción es la expro
piación de un retazo adicional de un bien parcialmente expropiado, no es materia 
del litigio el valor que debe consignarse en tal acto expropiatorio, sino solo la ne- 
cesidad de su ampliación, al verificarse los requisitos que la misma norma con- 
tiene79. Por cierto, si prospera el reclamo, la entidad expropiante debe dictar un 
acto adicional o complementario, surgiendo para el propietario idénticas posi- 
bilidades de reclamo judicial que las que se tenía respecto del acto expropiatorio 
original. 

Como fue señalado, las acciones reguladas en las letras b) y c) del art. 9.º del  
DL, además del presupuesto común, es decir, encontrarse dispuestas para el es- 
cenario de una expropiación parcial, comparten la misma causa de pedir, lo que 
significa que se fundan en unos mismos hechos y ambas también se orientan ha- 
cia la dictación de un acto expropiatorio adicional. 

Su diferencia radica en cuanto a su objeto mediato toda vez que mientras en 
la hipótesis regulada en la letra b) se solicita la condena a la entidad expropiante 
a disponer la expropiación total del bien inicialmente expropiado, en la prevista 
en la letra c) solo se reclama la expropiación adicional de otra porción del bien  
parcialmente expropiado.

Por consiguiente, la primera precisión apunta a delimitar la conducta que se 
intenta imponer a la reclamada, en el sentido de definir si se pretende la expro
piación total o parcial del bien porque se trata de objetos diferentes, aunque com- 
partan la misma causa de pedir. 

Tratándose de la pretensión de la letra c) del art. 9.º del DL, la delimitación 
del objeto material es justificadamente más exigente imponiendo al reclamante, 
al pedir que se disponga la expropiación de otra porción del bien parcialmente 
expropiado, que la individualice en forma correcta lo que, tratándose de inmue-
bles, exige indicar los deslindes precisos del paño de terreno que se pide adicio- 
nar a la expropiación80. Parece claro que la exigencia de una debida singulariza-
ción es tanto más necesaria cuando se pretende la expropiación de un retazo que  
forma parte de un predio de mayor superficie, caso en el que no es suficiente la 
indicación de sus deslindes específicos, sino que es preciso indicar en qué sector  
de la propiedad del reclamante se encuentra ubicado el retazo cuya expropiación 
se solicita. De otra forma, no será posible más tarde la dictación del correspon-
diente acto expropiatorio adicional y, por ende, el cumplimiento de la sentencia.

79 Sociedad Inmobiliaria Torre S.A. con Fisco de Chile (2017).
80 Inmobiliaria e Inversiones L.W.L.G. EIRL con Fisco de Chile (2018).
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terminación de la franja o retazo de terreno objeto correspondiente, lo que importa 
su especificación, es decir, una acabada distinción como especie o cuerpo cierto, 
con indicación de aquellas particularidades que permitan diferenciarlo plena-
mente de otras porciones de terreno81.

Por este motivo, se considera improcedente aquella petición que se limita a 
requerir la expropiación de “la porción que resulte de las pruebas que oportu
namente se rindan”, pues no corresponde al tribunal la determinación de la fran- 
ja o retazo de terreno a expropiar porque se trata de una carga que pesa sobre el 
reclamante82.

Cristóbal Peña sostiene que la omisión de este requisito configura no solo una 
deficiencia de fondo que conduce al rechazo de la demanda, sino que, incluso, 
podría configurar una deficiencia formal que dé lugar a una excepción dilatoria 
por falta en el modo legal de proponer la demanda, en este caso, la debida indi- 
vidualización del predio83.

Como la presentación de la demanda fija el momento preclusivo para la  
alegación de los elementos identificadores de la pretensión, si estos no se formu- 
lan correctamente en dicha oportunidad no es posible su subsanación o mejora-
miento en un momento posterior como, por ejemplo, a través de la prueba ren- 
dida en el proceso84. 

Como fue anticipado, este requisito se examina en función de su finalidad 
última, cual es la dictación de un decreto expropiatorio adicional, debiendo te-
nerse cuenta al respecto que el art. 6 del DL exige que el acto expropiatorio con- 
tenga entre sus menciones una individualización del predio a expropiar sin esta- 
blecer exigencias especiales sobre la forma en que debe realizarse aquello85.

La misma exigencia rige cuando se reclama la expropiación adicional del algún  
inmueble por adherencia localizado sobre el terreno originalmente expropiado, 
en cuyo caso el requisito de la singularización se cumple mediante la indicación 
de la superficie aproximada de las edificaciones, si corresponde y la mención espe
cífica de los deslindes u orientaciones cardinales dentro de las cuales se encuen- 
tran emplazados86.

81 A.G.G. con Fisco de Chile (2012).
82 Agrícola Los Canelos Ltda. con Fisco de Chile (2015).
83 Peña (2001), p. 37.
84 Inversiones Lado Sur Limitada con Consejo de Defensa del Estado (2024).
85 P.H.L.M. con Fisco de Chile (2016).
86 Inmobiliaria e Inversiones L.W.L.G. EIRL con Fisco de Chile (2018).
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VI. Legitimación para el ejercicio de las acciones previstas 
en las letras b) y c) del art. 9.º del DL 2186

El art. 9.º concede legitimación para el ejercicio de las acciones allí reguladas al 
expropiado, esto es, al sujeto pasivo del acto expropiatorio. Ciertamente, el le- 
gislador se coloca en una situación de normalidad, asimilando la calidad de expro- 
piado con la de propietario del bien objeto de la expropiación, por lo que sobre 
este punto se suscitan los problemas generales para el ejercicio de las acciones pre- 
vistas en el DL 2186, cuando dichas calidades no son coincidentes87.

Específicamente, se ha discutido quién tiene legitimación activa para el ejer
cicio de las acciones dirigidas a obtener la ampliación del acto expropiatorio, cuan- 
do la titularidad de un bien la detenta una comunidad, es decir, cuando dos o 
más sujetos tienen un derecho de idéntica naturaleza sobre un mismo objeto.

El problema se plantea cuando se deduce la demanda por alguno y no todos 
los comuneros y, en particular, se suscita la cuestión de si el ejercicio de esta ac
ción puede considerarse un acto de administración sobre la cosa común y, por  
consiguiente, le está permitido su ejercicio a cualquiera de los titulares cuotati-
vos, en virtud del mandato tácito y recíproco, el que habilita a cualquiera de los  
comuneros para realizar actos de administración respecto de la cosa común vin-
culantes para todos (art. 2305, en relación con el art 2081, ambos del Código Civil).

En este punto es importante considerar que, respecto del reclamo judicial por 
el monto de la indemnización, la Corte Suprema ha entendido que corresponde 
a un acto dirigido a la conservación de la cosa común y, por lo tanto, si el bien 
expropiado corresponde al dominio de dos o más personas, cualquiera de ellas, 
en su condición de comuneras, está facultada para interponerla88. Con todo, más  
recientemente ha considerado que si los actores son titulares de una parte del 
dominio del inmueble y ejercieron la acción de reclamación solicitando un au-
mento del monto de la indemnización en relación con el total de los derechos 
de propiedad existentes sobre el predio de que se trata, sin limitar tal solicitud a 
su participación en la propiedad del mismo, necesariamente debieron acreditar 
que actuaban en representación de los demás comuneros89. Con anterioridad, se 
había resuelto que no resulta efectivo que la reclamación prevista en el art. 12 del 
DL respecto del monto de la indemnización por la expropiación sufrida por los 
comuneros, constituya un mero acto de administración o conservativo puesto que  
lo que se pretende es aumentar el valor de la indemnización que ya se encuentra 
consignada por el fisco y a disposición de los comuneros90.

87 Cortez (2024), pp. 438-441.
88 J.B.C. con Fisco (2007); en el mismo sentido, J.A.L.P. y otros con M.E.B.D. (2014).
89 H.T.V. y otro con Fisco de Chile (2018).
90 E.B.B. con Consejo de Defensa del Estado (2010).
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a Ahora bien, si respecto del reclamo por el monto de la indemnización la 

cuestión ya se presenta como problemática, en lo que concierne a las reclamacio-
nes formuladas al amparo de las letras b) y c) del art. 9.º del DL el asunto parece 
más claro en orden a que no se trata de actos de administración o conservación, 
habida consideración de que su ejercicio podría traducirse en una disminución 
del patrimonio común, lo que permite calificarlo como un acto de disposición ju- 
rídico y material de la cosa. Sin embargo, con buenas razones podría esgrimirse 
que se trata de un acto que va en beneficio de la comunidad, considerando la si- 
tuación desmedrada en que quedó el retazo no expropiado originalmente, de suer- 
te que su expropiación redunda en un incremento patrimonial para la masa, al 
tratarse de una modalidad reparatoria. 

La situación se torna aún más compleja si se considera el breve plazo para 
el ejercicio de estas acciones, lo que dificulta el ejercicio común del reclamo ju
dicial y la consideración de que se trata de acciones que configuran una suerte de 
modalidad reparatoria, pues se dirigen a la compensación de un daño ocasionado 
por el acto expropiatorio y que su procedencia está sujeta a que se establezca en  
el proceso que la conservación del retazo no expropiado resulte antieconómica 
para la propia comunidad propietaria.

VII. Peso de la prueba y estándar probatorio

Aunque los supuestos de hecho de la norma aparecen formulados de modo nega-
tivo (carencia de significación económica o dificultad o imposibilidad práctica de 
su explotación o aprovechamiento) cuestión que ha suscitado algunos problemas 
relacionados con la distribución del peso de la prueba91, la jurisprudencia de mo- 
do invariable ha impuesto sobre el reclamante la carga probatoria de la demos- 
tración de la situación en la cual queda el retazo no expropiado, pues para la pro- 
cedencia de la acción se requiere que se acrediten las circunstancias previstas en  
la norma, invocadas por la reclamante92.

A pesar de que la doctrina propone que en estos casos el tribunal puede 
adoptar un criterio de valoración menos riguroso93, es decir, un estándar de prue- 
ba más flexible, los tribunales suelen ser bastante exigentes a la hora de establecer 
la concurrencia de los presupuestos de la norma, entendiendo que para la pro- 
cedencia de la reclamación no basta con acreditar cualquier dificultad o impe
dimento, sino que se exige que el terreno no expropiado sea prácticamente im- 

91 Hunter (2015), p. 218.
92 D.H.W. con Fisco de Chile (2016); J.C.C. con Fisco de Chile (2005); Sociedad Inmobiliaria 

Torre S.A. con Fisco de Chile (2016); Hotelera Concepción S.A. con Fisco de Chile (2018); Agrí
cola Las Ulloas Limitada con Fisco de Chile (2018).

93 Rioseco (1995), p. 75; Peñailillo (1989), pp. 81-82.
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posible o difícil de explotar o aprovechar como consecuencia o efecto de la expro-
piación94. También se ha considerado, con un excesivo rigor, que el impedimento 
debe ser de naturaleza notoria, importante, relevante, ya que de suyo una expropia-
ción importa una carga por causa de utilidad pública o de interés social o nacional, 
que puede importar una disminución del valor de retazo de inmueble afectado, 
que, por cierto, es en parte resarcido con la pertinente indemnización de la par- 
te expropiada95.

Se debe tener en cuenta que, como sostiene Daniel Peñailillo, en el curso 
de las afirmaciones y pruebas se genera una suerte de dinámica distribución de  
la carga probatoria, pues, conforme se formulan y prueban las respectivas afir-
maciones de las partes, se va trasladando de uno a otro el peso de la prueba96.

Así, frente a una decisión de la instancia en la que se sostuvo que incumbía 
a la entidad expropiante la demostración de que la demasía tenía elementos que 
la hacían de una significación económica, con su correspondiente rendimiento 
comercial97, la Corte Suprema consideró, en este caso, que no resultaba alterada 
la distribución del onus probandi, argumentando, por una parte, que la carga no 
fue impuesta de forma exclusiva a la parte demandada y, por otra, que dicha im- 
posición estaba justificada porque la propia expropiante había afirmado en la con- 
testación que la porción de terreno cuya expropiación se solicitaba tenía plena 
significación económica98.

VIII. Problemas relativos a la dualidad de acciones 
a que puede dar lugar la expropiación parcial

Como fue expuesto en el epígrafe IV, es posible sostener que el afectado con el 
acto expropiatorio parcial puede deducir dos clases de acciones: la discutida, es 
decir, aquella destinada a elevar el monto de la indemnización provisional como 
consecuencia del demérito producido en la parte no expropiada y la dirigida a la 
ampliación del acto expropiatorio, cuando aquel demérito alcance proporciones 
tales que la porción sobrante de la cosa no le reporte utilidad alguna a su propie- 
tario, con las prevenciones examinadas en su momento.

Existe imposibilidad de sustanciar en un mismo procedimiento ambas ac-
ciones porque la reclamación judicial del monto indemnizatorio está sujeta al  
procedimiento especial señalado en el art. 12 y siguientes del DL y la de amplia
ción del acto expropiatorio al procedimiento sumario, en el que no es admisible 

94 G.B.S.F. con Fisco de Chile (2016); Hotelera Concepción S.A. con Fisco de Chile (2018); 
Fisco de Chile con J.A.V.P. (2019).

95 A.N.T. con Servicio de Vivienda y Urbanismo Metropolitano (2019).
96 Peñailillo (1989), p. 58.
97 Sociedad Agrícola El Maitenal S.A. con Fisco de Chile (2008).
98 Sociedad Agrícola El Maitenal S.A. con Fisco de Chile (2011).
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rizada por el art. 17 del CPC exige que todas ellas estén sujetas a un mismo pro- 
cedimiento99.

Como la prudencia aconseja el empleo de todas las vías disponibles para ob
tener la debida compensación del afectado, sin descartar ninguna, es posible que 
se presente una dualidad de procedimientos en los que las pretensiones deducidas 
resulten, a lo menos, parcialmente incompatibles. En este caso, la acumulación 
de autos es un instrumento indispensable, el que resultará coadyuvado por la re- 
gla de radicación prevista en el art. 39 inc. 4.º del DL, que se entiende que preva- 
lece, por especialidad, sobre la regla del art. 95 del CPC, que exige que ambas pre- 
tensiones estén sometidas a una misma clase de procedimiento. De lo contrario, 
si ambos procedimientos se substanciaran en forma paralela e independiente 
podría darse la hipótesis de que en un proceso el tribunal concediera aumento del 
monto indemnizatorio por el daño provocado en la parte no expropiada mien- 
tras que en el otro se disponga la expropiación de dicho retazo, decisiones clara
mente inconciliables.

IX. La sentencia que ordena la ampliación de la expropiación 
y la eventual caducidad del acto expropiatorio reclamado

1. ¿Reclamación del monto indemnizatorio fijado 
en el acto expropiatorio adicional?

Como se anticipó, en caso de prosperar el reclamo el tribunal condenará a la en-
tidad expropiante a dictar un nuevo acto expropiatorio adicional, a través del cual 
se dispondrá la expropiación total del retazo resultante de la expropiación o una 
parte de él, según haya sido la acción interpuesta. Alejandro Vergara sostiene que 
en estos casos no se requiere iniciar un nuevo procedimiento expropiatorio, limi-
tándose la entidad expropiante a emitir únicamente “un acto expropiatorio adi-
cional o modificatorio”100. En todo caso, aun cuando no se trata de un nuevo pro-

 99 Romero (2024), p. 90. Diferente es el caso en que se pretende ejercitar los dos tipos de re- 
clamación para la ampliación de la expropiación consagradas en las letras b) y c) del art. 9.º del DL,  
que pueden ser planteadas en una misma demanda, pero en forma subsidiaria una de la otra, pues  
persiguen finalidades diferentes que se excluyen mutuamente, ya que no es posible que se disponga 
a la vez la expropiación parcial y total de la fracción no expropiada de un mismo bien.

100 Vergara (2025a). En la Comisión Ortuzar se consideró conveniente agregar una norma 
que reconozca en forma explícita el derecho a reclamar del monto indemnizatorio respecto del  
acto expropiatorio adicional. Se discutió si el nuevo acto expropiatorio estaría referido únicamente 
al retazo sobrante o comprenderá el total del bien expropiado, observándose que la primera alter
nativa podría generar dos procesos de reclamación paralelos. Se propuso que, en lugar de emplear 
las expresiones “acto expropiatorio adicional”, se sustituyeran por “nuevo acto expropiatorio” y así 
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cedimiento expropiatorio completo, sin el acto expropiatorio adicional, no resulta 
procedente acceder y regular el valor de una indemnización definitiva respecto  
de retazos de terrenos que, hasta ese momento, no pueden ser considerados como 
expropiados. Así se ha resuelto101.

Por la misma razón, el citado autor considera que no es necesaria una nueva 
tasación102, con lo que implícitamente se asume que la indemnización será la mis-
ma que la fijada en el acto expropiatorio primigenio. Esta solución es discutible.

Lo primero que se debe discernir es si para determinar el valor del remanente 
se debe atender a la época del acto expropiatorio original o, bien, debe ser consi- 
derada la fecha del acto expropiatorio adicional o complementario. 

Mario Rojas plantea que la tasación debiere calcularse a la época del segundo 
procedimiento expropiatorio. Argumenta que el afectado se ha mantenido daña
do durante toda la época corrida entre la primera y la segunda expropiación, de  
manera que el único modo de posicionarlo en una situación de indemnidad con- 
siste en situarse en el contexto valorativo del área al momento de la expropiación 
ulterior103.

Hay que considerar que entre el acto expropiatorio original y el adicional 
transcurrió, en mayor o menor medida –casi siempre mayor–, el tiempo que exi-
ge la tramitación de un proceso declarativo previo. La cuestión no es simplemente 
un asunto relativo a la indexación monetaria; durante ese lapso es posible que se 
haya producido una plusvalía más o menos importante de la cosa, que no podrá  
ser considerada de mantenerse la tasación original, imponiéndose al expropiado 
la carga de iniciar un segundo proceso, que pudo haberse evitado mediante una 
apreciación actual del bien en cuestión. 

En opinión de este autor, deben ser separadas dos cuestiones. Por un lado, 
la necesidad o no de una nueva tasación y, por otro, la fijación del momento al 
que se debe atender para determinar el justiprecio. En lo que concierne al pri-
mer aspecto, es necesario que se efectúe una nueva tasación pericial porque no 
resulta obvio que la fracción sobrante necesariamente deba tener una idéntica 
valorización que la porción expropiada, cuestión que depende de las caracterís
ticas propias del terreno desmembrado que no siempre resultarán análogas a las  
que presenta el sector originalmente expropiado.

Sin embargo, y aquí se atiende a la segunda cuestión, esto no significa que la 
tasación deba ser efectuada atendiendo a la situación del retazo al momento del  
acto expropiatorio adicional. En la base de la decisión judicial que ordenó la expro- 
piación adicional está la idea de que el acto expropiatorio original resultó perju-

fue acordado, aunque, en definitiva, no fue incorporada la propuesta acordada por la Comisión. 
Véase Biblioteca del Congreso Nacional de Chile (1977a), pp. 935-938.

101 Fisco de Chile con Sociedad Agrícola El Portezuelo Ltda. (2006).
102 Vergara (2025a).
103 Rojas (2015), pp. 380-381.

Revista Fueyo n.º 48 final.indd   77Revista Fueyo n.º 48 final.indd   77 28-08-26   19:3528-08-26   19:35



78

Gonzalo Cortez	 RChDP n.º 48

Ar
tíc

ul
os

 d
e 

do
ct

rin
a dicial para el expropiado y, por lo mismo, debe ser adicionada una superficie que 

debió haber sido comprendida en la primera expropiación. Dicho de otra for- 
ma, la expropiación parcial solo es procedente en la medida que el remanente 
que permanece en poder del propietario es aprovechable en términos económi
cos; en caso contrario, surge el derecho del expropiado a exigir que la expropia
ción se extienda al resto del predio.

Por consiguiente, nueva tasación debe atender a la situación del inmueble al 
momento de disponerse la expropiación original. Naturalmente que la primera 
tasación no atendió –ni pudo atender– a la situación particular del retazo no ex-
propiado para efectos de su valorización, de ahí, pues, la necesidad de una nueva 
tasación que considere su valor, pero a la época del primer acto expropiatorio.

Es cierto, como sostiene Mario Rojas104, que en el tiempo intermedio el sujeto 
pasivo ha estado en imposibilidad o dificultad de aprovechamiento o explotación 
a causa de la primera expropiación, pero la sola formulación de este argumento 
evidencia que no se trata de perjuicios que sean una consecuencia directa e inme- 
diata del acto expropiatorio adicional o complementario y, por ende, no resultan 
idóneos para integrar la nueva tasación. 

El acto expropiatorio adicional debe contener todas las menciones propias del 
acto expropiatorio (art. 6.º del DL) y, aunque no es necesaria su publicación debe 
ser notificado. Para tal efecto la entidad expropiante deberá acompañar copia 
autorizada del acto expropiatorio adicional y la resolución del tribunal que la 
tenga por acompañada debe ser notificada al expropiado por cédula. La fecha de  
la notificación de la expropiación será la fecha de dicha notificación por cédula 
(art. 9 inc. 2.º del DL).

A partir de la notificación surgen para el propietario idénticas posibilidades 
de reclamo judicial que las que se tenía respecto del acto expropiatorio original. 
En este escenario pueden suscitarse algunas dificultades relacionadas con el pro- 
ceso en el que se discutió y se dispuso la ampliación de la expropiación. Si la or-
den judicial de expropiación adicional estuvo fundada en la falta de significación 
económica del retazo sobrante o en las dificultades para su aprovechamiento, 
no sorprenderá que la defensa de la entidad expropiante en el segundo proceso 
se apoye, precisamente, en la referida ausencia de significación económica, jus- 
tificando de este modo su menor valor. Esta alegación probablemente se estrellará 
con la afirmación que la entidad expropiante pudo haber formulado en su mo-
mento defendiendo la aptitud del retazo para generar provecho económico. En 
este punto, considero que para los efectos de la valorización del retazo no deben 
ser tomadas en cuenta las consecuencias generadas por el acto expropiatorio ori-
ginal. Ni la entidad expropiante puede ampararse en la situación de aislamiento 
en que quedó el retazo desmembrado como consecuencia de la primera expro
piación para justificar su minusvalía ni su situación puede ser invocada por el  

104 Rojas (2015), p. 380.
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expropiado para justificar un mayor importe gracias, por ejemplo, a su cercanía 
con una vía pública.

Este debate se suscitó en un proceso que analiza Mario Rojas105 en el que se 
discutió el monto de la indemnización por el retazo sobrante, que debió ser ex- 
propiado por orden de la justicia. Entre ambos procesos transcurrieron varios 
años y el expropiado protestó en torno a que el monto de la tasación pericial era 
análogo al fijado en la primera expropiación, sosteniendo que en el lapso inter-
medio el terreno había adquirido una plusvalía que estaba siendo desconocida. 
La sentencia de segunda instancia fue particularmente severa con el reclamante, 
recriminándole que, si en el primer proceso pidió que se le expropiara la totalidad 
del bien parcialmente expropiado, fue porque se encontraba en situación de des- 
mejora o minusvalía, de suerte que sus alegaciones posteriores resultaban impro
pias y no podían ser atendidas. Se añadió que en estas circunstancias 

“[...] lo lógico es que se pague, cuando más, lo mismo que se ordenó pa- 
gar por el predio objeto del proceso expropiatorio original, pero no se 
puede pretender una suma superior, porque ello implicaría un enrique-
cimiento sin causa, en perjuicio del Fisco”106. 

La Corte Suprema, revisando el fallo, consideró que en la medida que se cum- 
pla con las exigencias impuestas por la normativa, unido a otras características 
propias de los inmuebles, como su buena ubicación, topografía, vías de acceso ex- 
peditas y otros factores relevantes, necesariamente influyen en su valor comercial 
o de mercado, el que debe ser determinado al tiempo del acto de autoridad ori- 
ginario y no por lo que podría llegar a ser en una época posterior107.

En síntesis, se postula que cuando los tribunales ordenan la ampliación del acto 
expropiatorio resulta necesario efectuar una nueva tasación del retazo adicional 
y que esta nueva tasación, si bien no necesariamente debe coincidir con la valo-
rización de la primera expropiación, ha de atender a su valor a la época del acto 
expropiatorio original y respetarse las singularidades del retazo que se adiciona.

2. Plazo para la dictación del acto adicional 
y eventual caducidad del acto reclamado

La ley fija a la entidad expropiante un plazo de noventa días contados desde la 
firmeza de la sentencia para dictar el acto expropiatorio adicional, transcurrido 
el cual caducará el acto expropiatorio reclamado (art. 9 inc. 2.º del DL). La apa- 
rente severidad de la norma, que podría dar a entender que se trata de una san- 

105 Rojas (2015), pp. 379-380.
106 Fisco de Chile con Sociedad Agrícola El Portezuelo Ltda. (2008).
107 Sociedad Agrícola El Portezuelo Ltda. con Fisco de Chile (2011).
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que condiciona el cese de los efectos del acto expropiatorio a una previa resolu-
ción judicial, pronunciada a petición del expropiado o de los terceros interesados.

En tal caso, además de la caducidad del acto expropiatorio reclamado, el bien 
se transforma en inexpropiable para la entidad expropiante por el lapso de un 
año contado desde la fecha en que la expropiación fue dejada sin efecto. Por su 
parte, el expropiado tiene derecho a la reparación total del daño que se le haya 
causado con la expropiación dejada sin efecto (art. 35 del DL).

X. Competencia y plazo 
para la interposición del reclamo

1. Tribunal competente

La norma fundamental en la materia es el art. 39 del DL, que indica que será 
competente para conocer de todos los asuntos a que se refiere la ley, con excep- 
ción de las causas criminales, el Juez de Letras en lo civil dentro de cuya jurisdic-
ción se encontrare el bien expropiado y, si en el lugar hubiere más de uno, ante el  
que esté de turno, aun en los lugares que sean asiento de Corte. No obstante, cuan- 
do el fisco es el expropiante, como se trata de un juicio de hacienda, su conoci
miento corresponde al juzgado de letras de comuna asiento de Corte de Apela
ciones correspondiente (arts. 39 inc. 2.º del DL y 48 del COT).

La primera gestión judicial de la entidad expropiante o del expropiado y, en  
su caso, el pago de la indemnización provisional o de la parte de ella que corres-
ponda enterar de contado, radicará en el juez a quien competa el conocimiento 
de todos los asuntos a que dé lugar la expropiación del bien a que se refiera (art. 39  
inc. 4.º del DL). 

Es bastante discutible que la última norma citada corresponda a una genui-
na regla de competencia. En realidad, se trata de un criterio de acumulación 
necesaria de los procesos ante un único tribunal, por la evidente conexión existe  
entre ellos, al derivar de un mismo acto expropiatorio. Tampoco, pese a la lite- 
ralidad del precepto, es una manifestación de la radicación en el sentido que se  
recoge en el art. 109 del COT, que apunta a que una vez que el tribunal haya co- 
menzado a conocer de un asunto, no es posible modificar o alterar su competen-
cia por una causa posterior. De todos modos, la acumulación dispuesta no está 
formulada en el sentido de la acumulación regulada en el art. 92 y siguientes del 
CPC, porque cada reclamación autorizada por el legislador no pierde su indivi-
dualidad. Cada una de ellas da lugar a un procedimiento independiente y sepa- 
rado, de modo que lo que se resuelva en una reclamación no afecta necesaria-
mente lo que ocurra en otra108.

108 Agrícola Las Ulloas Limitada con Fisco de Chile (2018).
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La aplicación de la regla del inciso cuarto, inspirada en razones de economía 
procesal109, significa que interpuestas varias acciones ante diferentes tribunales 
competentes de acuerdo con la regla del inciso primero, deben todas acumularse 
ante el juez que haya prevenido en el conocimiento, continuando ante este últi-
mo la tramitación de todos los procesos, lo que no significa que los otros jueces 
hayan carecido de competencia, sino que estos deberán ceder el conocimiento 
del asunto ante el tribunal que inicialmente entró a conocer. 

Con frecuencia, la primera actuación del procedimiento judicial de consiste 
en la consignación de la indemnización provisional por expropiación, con lo que 
se inicia una gestión de carácter no contencioso. A pesar de que la consignación 
está sujeta a medidas de publicidad (art. 23 del DL), no siempre el expropiado tie- 
ne conocimiento de ese hecho y, por consiguiente, se ve en la imposibilidad de 
determinar si un tribunal previno en el conocimiento del asunto. 

Sin embargo, también se ha resuelto que la realización de la primera gestión 
del expropiante o del expropiado, o la consignación practicada por aquel, indepen-
dientemente que medie o no notificación, produce la radicación110. El excesivo rigor 
de esta regla se ha atenuado distinguiendo si el expropiado tuvo o no conocimien- 
to de la consignación, de modo que, mientras no tenga noticia de haberse realiza- 
do la consignación, se estima que puede presentar su reclamo ante el tribunal que 
se estime competente de acuerdo con las reglas generales, prescindiendo de la regla 
sobre radicación111. En tal caso, la acumulación se producirá con posterioridad112.

Es importante reiterar que, en caso de existir varios tribunales, la primera pre- 
sentación debe verificarse ante aquel que se encuentre de turno, de modo que la 
consignación judicial realizada ante un tribunal diferente no produce el efecto de  
radicar el asunto y, por consiguiente, hace inaplicable la regla del inciso cuarto 
del art. 39 del DL113.

El problema que genera considerar la regla del inciso cuarto como una regla 
de competencia es que, en ocasiones, se ha estimado que su infracción trae como 
consecuencia considerar que el reclamo deducido ante un tribunal diferente del 
que conoció de la primera gestión judicial lo fue ante un tribunal incompetente 
y, por consiguiente, debe tenerse como no presentado el reclamo114, cuestión que  
compromete el derecho a la tutela judicial, considerando el breve plazo estable-
cido para su interposición y que resulta perfectamente posible que el reclamante 
no tenga conocimiento de haberse iniciando una gestión judicial previa a la in- 
terposición de su reclamo.

109 Fisco de Chile (2005).
110 Inmobiliaria e Inversiones LOM (Lo Manríquez Ltda.) con Fisco de Chile (2009); en simi- 

lar sentido, P.S.D. con Fisco de Chile (2010).
111 Sociedad Agrícola Vásquez Ltda. con Fisco de Chile (2013). 
112 F.E.A. con Fisco de Chile (2009b); en idéntico sentido, F.E.A. con Fisco de Chile (2009a).
113 G.B.S.F. con Fisco de Chile (2013).
114 P.S.D. con Fisco de Chile (2010).
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confundir la regla del turno con un factor de competencia. No existe norma que 
consagre la ineficacia de aquellas actuaciones llevadas a cabo ante un tribunal que 
con posterioridad es declarado incompetente, pues el art. 112 inc. final del CPC  
solo menciona este efecto cuando se acoge una cuestión de competencia plantea-
da por inhibitoria, no así cuando se trata de las actuaciones realizadas en la causa 
seguida por el tribunal ante el cual se formula la cuestión de competencia por de- 
clinatoria115.

Esto no significa que, una vez declarada la irregularidad en la designación del 
tribunal, el plazo para la interposición del reclamo quede suspendido en forma 
indefinida por la interposición de la demanda ante el tribunal equivocado, ha-
biéndose exigido, en tal caso, que el reclamante interponga su reclamación ante  
el tribunal correcto dentro del plazo de treinta días a contar de la fecha de la re- 
solución de incompetencia116.

En fin, si la regla del art. 39 del DL constituye una norma de competencia, 
podría entenderse que prevalece por sobre otros elementos que determinan la 
atribución de conocimiento de un asunto ante un tribunal, como el fuero mayor. 
No lo ha entendido así la Corte de Apelaciones de Concepción, que tiene resuelto 
que, si el reclamante pertenece a aquellos sujetos que tienen fuero mayor, el asun- 
to debe ser conocido por un ministro de Corte de Apelaciones (art. 50 n.º 2.º del 
COT) de modo que, al haber sido conocido el reclamo por un juez de letras se ha  
producido un vicio en el procedimiento reparable con la declaración de nulidad117.

2. Plazo para la interposición 
del reclamo y su notificación

El reclamo debe ser presentado dentro del plazo de treinta días, contados desde la 
publicación en el Diario Oficial del acto expropiatorio (art. 9.º inc. 1.º del DL). Este 
plazo es de días hábiles (art. 40 del DL). Se trata de un plazo de caducidad118 y no 
de prescripción, lo que se ve corroborado por lo dispuesto en el inciso final de la 
disposición, en cuanto señala que vencido este sin que se haya deducido reclamo 
“se extinguirá definitivamente el derecho a formularlo”, con lo que su ejercicio 
estaría configurado como una facultad que no puede subsistir a más allá del plazo.

A pesar de que la caducidad carece de regulación legal, tiene reconocimiento 
tanto en la doctrina como la jurisprudencia nacional, que le han brindado un 

115 Ferretería Enol Ltda. con Servicio de Vivienda y Urbanismo Metropolitano (2022).
116 J.I.S. con Consejo de Defensa del Estado (2016); Consejo de Defensa del Estado con 

C.C.C. –J.A.I.S.– (2019).
117 J.P.A. con Servicio de Vivienda y Urbanismo Biobío (2020).
118 R.F.R. con SERVIU Novena Región (2017).
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bosquejo con sus notas distintivas tradicionales, como su irrenunciabilidad, de
claración de oficio e inadmisibilidad de suspensión o interrupción119.

En este sentido, si bien la prescripción extintiva y la caducidad se asemejan 
en cuanto en ambas se produce la extinción de un derecho como consecuencia de  
la inactividad de su titular durante un determinado lapso120, se distinguen por-
que la caducidad opera ipso iure, por lo que no requiere ser alegada y no admite 
suspensión ni interrupción121. Como dice Emilio Rioseco, lo que da fisonomía a 
la caducidad es la circunstancia de tratarse de un plazo fatal, por lo general, bre- 
ve, dentro del cual, si el derecho no se ejerce se extingue ipso iure122. Adicional-
mente, como lo tiene resuelto la Corte Suprema, la función práctica de una y otra  
son disímiles, pues mediante la prescripción se quiere evitar que queden por lar- 
go tiempo sin ejercitar los derechos subjetivos, por la caducidad se trata de pro- 
curar que ciertos derechos sean ejercitados dentro de un término breve123.

Como lo tiene resuelto la Corte Suprema, en la caducidad el evento objetivo 
de vencimiento del plazo prefijado por la ley para el ejercicio del derecho marca 
de forma definitiva la extinción de este, sin que pueda reconocerse la intervención 
de la voluntad de las partes a través de la interrupción, la suspensión o la renun- 
cia y que para su declaración no se requiere que sea alegada por el interesado 
al cumplirse el plazo, pues ella opera ipso iure, de suerte que, tratándose de cadu- 
cidad, el único rol jurídicamente eficaz que se reconoce a la voluntad consiste en 
intentar la acción o celebrar el acto previsto en la ley dentro del término señalado 
por esta, esto es, antes de que transcurra dicho tiempo, aun cuando se formu- 
le ante un tribunal incompetente124.

Como se trata de un plazo de caducidad, el solo ejercicio de la facultad ante 
el tribunal basta para tener por cumplido el requisito del formular el reclamo, 
sin que se requiera que la notificación se efectúe dentro del plazo125.  

Sin perjuicio de lo anterior, la ley establece un plazo perentorio para efectuar 
la notificación de la resolución recaída en el reclamo, la que debe verificarse den- 
tro de los treinta días siguientes a su presentación. Con base en el argumento de que 
se trata de un procedimiento acotado en el tiempo, que debe permitir dar pronta 
respuesta al interés privado y público comprometidos, la Corte Suprema inter
preta este precepto, colocando sobre el reclamante no solo el deber de fiscalizar 
la actividad de un funcionario auxiliar cuyo control le es ajeno, sino que, además, 
debe soportar sobre sí la eventual tardanza en el pronunciamiento de la corres-
pondiente resolución que debe recaer sobre su solicitud, incluso si el tribunal 

119 Lagos (2005), p. 95.
120 Ramos (1999), p. 453.
121 G.M.S.S. con A.N.R. (2008).
122 Rioseco (1994), p. 43.
123 Tejedurías Readi S.A. (1983).
124 Ferretería Enol Ltda. con Servicio de Vivienda y Urbanismo Metropolitano (2022).
125 En sentido contrario, Inmobiliaria e Inversiones Kastel S.A. con Fisco de Chile (2019).
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mo126 o la dilación obedezca a un actuar errático del juez de la causa127.
Es cierto que el art. 9.º inc. final del DL previene que el plazo ha de computar- 

se desde la fecha la presentación, pero la literalidad del precepto no puede ser 
llevada al extremo de comprometer el derecho a la tutela judicial, cuando la de- 
mora en practicar la notificación no es imputable al interesado. Parece más 
razonable y justo que el plazo comience a computarse a partir del momento en  
que la resolución correspondiente estuvo en condiciones de ser notificada y no antes,  
pues el anhelo de mayor celeridad procesal no puede concretarse a través del 
menosprecio de las garantías mínimas del reclamante. 

Así, la Corte de Apelaciones de Santiago, frente a un caso en que se dio el ab- 
surdo de que el reclamo fue proveído, ¡vencido el plazo previsto para su notifica
ción!, consideró que dicho plazo solo puede contabilizarse desde que se dictó la  
resolución que recayó en la demanda128. En este mismo sentido, la Corte de Apela
ciones de Temuco sostuvo: “no puede pretenderse sancionar al actor por un defecto 
administrativo del tribunal encargado de tramitar la causa”, teniendo presente, 
además, lo dispuesto en el art. 319 del COT, que impone a los jueces la obligación de 
despachar los asuntos sometidos a su conocimiento en los plazos que fija la ley o  
con toda la brevedad que las actuaciones de su ministerio les permitan129.

No obstante tratarse de un plazo fatal, se puede ampliar por el tribunal, por ra- 
zones fundadas, hasta por treinta días más. La ampliación, que debe ser pedida, 
desde luego, dentro del plazo legal máximo, se puede decretar por razones fundadas 
que corrientemente estarán referidas a la tardanza del tribunal en proveer de modo 
correcto la reclamación y a las dificultades para practicar la notificación130, toda vez 
que debe reiterarse, con las prevenciones señaladas, que de acuerdo con la literali-
dad del precepto el plazo se cuenta desde la fecha de la presentación del reclamo 
y no desde la resolución recaída en él, que parece ser lo más sensato. Entiendo, 
asimismo, que la ampliación –que puede ser de hasta treinta días– se comienza a 
computar a partir de la notificación de la resolución que así la decreta.

Conclusiones

1.	 La hipótesis de una expropiación parcial es una consecuencia habitual de 
numerosas operaciones expropiatorias y tiene reconocimiento legislativo 

126 E.B.Y. con Consejo de Defensa del Estado (2014).
127 Aguas de Antofagasta S.A. con Fisco de Chile (2014).
128 Valle Escondido S.A. con Fisco de Chile (2024).
129 Inmobiliaria El Águila Limitada con Servicio Vivienda y Urbanización Región Araucanía 

(2021); con idénticos razonamientos, Agrícola Ganadera y Forestal Río Trilaleo Ltda. con Fisco 
de Chile (2023).

130 J.L.F.D. con Serviu Región del Biobío (2018).
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expreso. Sin embargo, carece de una regulación normativa completa y ha  
merecido escasa atención de la doctrina.

2.	 La expropiación parcial de un inmueble puede generar dos clases de per- 
juicios a su propietario: 
a)	Que la conservación de la parte no afectada devenga en antieconómi

ca, por carecer de significación pecuniaria o porque su aprovechamien
to se torne impracticable y 

b)	que la división predial provoque una pérdida de valor de la no parte ex- 
propiada del inmueble, sin llegar a privarlo de su significación econó
mica ni impedir por completo su aprovechamiento.

3.	 El ordenamiento solo brinda una solución expresa para el primer caso, 
autorizando al sujeto pasivo para pedir la expropiación del área no ex-
propiada afectada por el demérito. En cambio, cuando la expropiación 
parcial produce un demérito en la porción no expropiada, los tribunales 
consideran que se trataría de un daño no indemnizable por no guardar 
cercanía con el hecho que lo ha originado.

4.	 Concurren buenas razones para considerar que la tesis jurisprudencial 
que restringe el derecho a reparación es desacertada y que cuando el da- 
ño se radica en aquella parte del bien que permanece en poder del expro- 
piado, tal depreciación, que es consecuencia directa de la expropiación, 
merece ser adecuadamente compensada mediante una indemnización 
proporcional al perjuicio real causado por el acto expropiatorio.

6.	 Los supuestos de hecho que autorizan la ampliación del acto expropiato-
rio están formulados de modo negativo y a pesar de que la doctrina pro- 
pone que en estos casos se adopte un criterio de valoración menos rigu-
roso la jurisprudencia de modo invariable impone sobre el reclamante la  
carga probatoria y, además, es bastante exigente en la ponderación pro- 
batoria sobre la concurrencia de los presupuestos normativos.

7.	 Las decisiones judiciales consideran un conjunto de factores para estimar 
concurrente la hipótesis normativa, aunque no siempre son consistentes 
entre sí. En este sentido, aunque se observa cierta tendencia hacia la consi- 
deración puramente objetiva y aislada del retazo resultante, los tribunales 
no desconocen el uso previo del inmueble ni dejan de atender por com- 
pleto a las características de su propietario.

8.	 La tendencia jurisprudencial se orienta hacia el examen en concreto y 
no en abstracto de la situación predial, lo que supone considerar la con-
currencia de los supuestos normativos en cada caso específico, atendidas 
las circunstancias que objetivamente concurren y que son evaluadas por 
el juzgador en conformidad a las normas reguladoras de la prueba.
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